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JUSTIZIA ETA GIZA 

 ESKUBIDEEN SAILA  

 

 

 

DEPARTAMENTO DE JUSTICIA Y 
DERECHOS HUMANOS 

ORDEN DE LA CONSEJERA DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, POR LA QUE SE CONCEDE, CON 
CARGO A LOS PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE EUSKADI PARA 
EL 2025, UNA SUBVENCIÓN NOMINATIVA A LA FEDERACIÓN DE ENTIDADES RELIGIOSAS 
EVANGÉLICAS DE ESPAÑA 
 
 

ANTECEDENTES: 
 

El artículo 16.1 de la Constitución Española reconoce la garantía a la libertad religiosa y de culto de los 
individuos y de las comunidades.  

En este sentido, el artículo 2.3 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa, obliga a los 
poderes públicos a adoptar las medidas necesarias para facilitar la asistencia religiosa, entre otros, en los 
establecimientos penitenciarios.  

En consonancia con lo anterior, la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, estipula 
en su artículo 54 que la Administración garantizará la libertad religiosa de los internos y facilitará los medios 
para que dicha libertad pueda ejercitarse. 

A su vez, la previsión anterior es desarrollada en el Reglamento Penitenciario, aprobado por el Real Decreto 
190/1996, de 9 de febrero, que contempla en su artículo 230 que todos los internos tendrán derecho a dirigirse 
a una confesión religiosa registrada para solicitar su asistencia siempre que ésta se preste con respeto a los 
derechos de las restantes personas, y que en los Centros podrá habilitarse un espacio para la práctica de los 
ritos religiosos, remitiéndose por lo demás el citado reglamento, en lo referente a las cuestiones relativas a 
materia de asistencia religiosa, a lo establecido en los acuerdos firmados con las diferentes confesiones 
religiosas.  

 
La competencia sobre organización, régimen y funcionamiento de los establecimientos penitenciarios y la 
ejecución de la legislación estatal en tal materia corresponde a Euskadi conforme los artículos 10.14 y 12 del 
Estatuto de Autonomía del País Vasco, competencia asumida por virtud de Real Decreto 474/2021, de 29 de 
junio, de traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma del  
País Vasco sobre ejecución de la legislación del Estado en materia penitenciaria. 

En virtud de lo establecido en el artículo 20.1 letra c) del Decreto 18/2024, de 23 de junio, del Lehendakari, 
de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos, corresponde al 
Departamento de Justicia y Derechos Humanos, las funciones relativas a «establecimientos penitenciarios, 
en especial su organización, funcionamiento y ejecución de la legislación penitenciaria, asumiendo el ejercicio 
de las facultades que esta atribuya a los órganos centrales de la Administración penitenciaria». 

Por su parte, el artículo 12 letra i), del Decreto 326/2024, de 5 de noviembre, por el que se establece la 
estructura orgánica y funcional del Departamento de Justicia y Derechos Humanos, determina como 
funciones de la Dirección de Justicia, gestionar las prestaciones en el ámbito penitenciario de la educación, 
la acción social, el trabajo penitenciario, la formación ocupacional, la inserción sociolaboral, la promoción de 
actividades culturales y deportivas y la prevención y tratamiento de adicciones, facilitando la coordinación 
con Aukerak, Agencia Vasca de Reinserción Social y las administraciones competentes en materia de salud, 
educación, empleo y servicios sociales, así como mediante la coordinación de programas de intervención de 
organizaciones no gubernamentales.  

Mediante la Ley 24/1992, de 10 de noviembre, se aprobó el Acuerdo de Cooperación del Estado con la 
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España (en adelante, indistintamente, FEREDE o la 
Federación), que garantiza en su artículo 9 el ejercicio del derecho a la asistencia religiosa de los internados 
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en centros o establecimientos penitenciarios, proporcionada por los ministros de culto que designen las 
Iglesias respectivas, con la conformidad de la FEREDE, y debidamente autorizados por los centros o 
establecimientos públicos correspondientes.  

El artículo 9.4 del citado Acuerdo de Cooperación determina que los gastos que origine el desarrollo de la 
asistencia religiosa correrán a cargo de las Iglesias pertenecientes a la FEREDE, sin perjuicio de la utilización 
de los locales que, a tal fin, existan en el centro correspondiente. 

No obstante, lo anterior no impide que el Departamento de Justicia y Derechos Humanos, en su condición 
de Administración Penitenciaria competente, financie determinados gastos que no tengan el carácter de 
asistencia religiosa. 

Corresponde a la Comunidad Autónoma de Euskadi, conforme a los artículos 10.14 y 12.1 del Estatuto de 
Autonomía del País Vasco, el ejercicio de las competencias de ejecución de la legislación penitenciaria estatal 
dentro de Euskadi tal y como establecen la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, y el Reglamento 
Penitenciario, aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero. La asunción efectiva del ejercicio de 
dicha competencia se materializó de conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto 474/2021, de 29 de 
junio, de traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma del 
País Vasco sobre ejecución de la legislación del Estado en materia penitenciaria, y el Decreto 169/2021, de 
6 de julio, por el que se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta de Transferencias Estado-Comunidad 
Autónoma del País Vasco, de traspaso a la Comunidad Autónoma del País Vasco de funciones y servicios 
sobre ejecución de la legislación del Estado en materia penitenciaria. 

Por su parte, la FEREDE es una Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España que agrupa a 
la gran mayoría de las Iglesias Evangélicas del Estado Español.  

Compete a la FEREDE, entre otros, proclamar y promover la religión evangélica, así como representar y 
vincular jurídicamente a las iglesias miembros en las relaciones de cooperación con la Administración. 

Tanto el Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno Vasco como la FEREDE son 
conscientes de la importancia de garantizar el derecho de asistencia religiosa en los centros penitenciarios 
ubicados en su territorio autonómico (centros de Bizkaia, Gipuzkoa y Araba/Álava), así como de la necesidad 
de financiar determinados gastos, aunque éstos no tengan la estricta naturaleza de asistencia religiosa. 

A tal fin, la Administración General de la CAPV (a través del entonces Departamento de Igualdad, Justicia y 
Políticas Sociales del Gobierno Vasco) y la FEREDE han suscrito un convenio el 23 de junio de 2023 para 
establecer los principales términos de la colaboración entre ambas para garantizar el derecho a la asistencia 
religiosa evangélica de las personas internas en los centros penitenciarios de Euskadi, así como del régimen 
de financiación de determinados gastos. Dicho convenio establece los pilares o las bases de la financiación 
que se instrumenta por la presente. 

En vista de lo anterior, la presente Orden tiene por objeto la concesión a la FEREDE de una subvención 
nominativa para financiar gastos que no tengan la consideración de asistencia religiosa, ayuda que será 
sufragada por el Departamento de Justicia y Derechos Humanos de acuerdo con sus disponibilidades 
presupuestarias, en el marco de lo dispuesto a tal efecto en la Ley de Presupuestos Generales de la 
Administración General de la CAPV aprobada para cada ejercicio, así como el establecimiento del régimen 
aplicable a dicha subvención. 

 

 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS: 

 
La subvención nominativa a la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España cuenta con 
crédito presupuestario suficiente y adecuado. En este sentido, en la Ley 8/2024, de 20 de diciembre, por la 
que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 2025, 
se halla consignado, en la partida código: “16 1413 13 452 25/0810”, un crédito para el ejercicio 2025 por 
importe de TREINTA MIL EUROS (30.000€) a favor de la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas 
de España, bajo el concepto «A la Federación de Iglesias Evangélicas de España»  



 
 
Dicha subvención se contempla igualmente en el Plan Estratégico de Subvenciones del Departamento de 
Justicia y Derechos Humanos 2025-2028.  
 

La Ley 20/2023, de 21 de diciembre, Reguladora del Régimen de Subvenciones (en adelante LRRS), en su 
artículo 28.1, establece que tienen la consideración de subvenciones nominativas aquellas que vengan 
expresamente consignadas con una cuantía máxima en el estado de gastos de los presupuestos generales 
de la Comunidad Autónoma de Euskadi con una delimitación precisa, única y excluyente de las personas 
beneficiarias y la determinación de su objeto. Tales subvenciones se conceden de conformidad con dicho 
carácter y exceptuándose del procedimiento general. 

Por otro lado, el artículo 33.2 de la citada LRRS señala que «el abono de la subvención se realizará previa 
justificación de la realización de la actuación, adopción del comportamiento para el que se concedió, o de 
hallarse en la situación que motivó la concesión, por la persona beneficiaria en los términos establecidos 
previamente» 

No obstante, dicho precepto también dispone que cuando se justifique por razón de la subvención, podrán 
realizarse abonos a cuenta que podrán suponer la realización de pagos fraccionados que responderán al 
ritmo de ejecución de las acciones subvencionadas, abonándose por el importe resultante de aplicar al 
montante del gasto justificado el porcentaje que respecto del costo previsto de la actuación subvencionada 
alcance la subvención concedida. Y que, excepcionalmente, se podrán realizar pagos anticipados que 
supondrán entregas de fondos con carácter previo a la justificación como financiación necesaria para poder 
llevar a cabo las actuaciones inherentes a la subvención. 

Por último y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de la LRRS, corresponde a la consejera de 
Justicia y Derechos Humanos la concesión de la presente subvención. 

En virtud de todo lo indicado,  

 
RESUELVO: 

Primero. - Objeto. 

Conceder a la Federación de Iglesias Evangélicas de España una subvención nominativa para el 2025 por 
importe total de TREINTA MIL EUROS (30.000€), con cargo a la partida presupuestaria “16 1413 13 452 
25/0810” denominada “A la Federación de Iglesias Evangélicas de España”, prevista en la Ley 8/2024, de 20 
de diciembre, por la que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi 
para el ejercicio 2025. La ayuda financiará la actividad subvencionada realizada durante el 1 de enero de 
2025 hasta el 31 de diciembre de 2025.  

Segundo. - Gastos y actividades subvencionables. 

Se considerarán gastos y actividades subvencionables amparadas por la presente y, por tanto, podrán ser 
financiadas por el Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno Vasco, única y 
exclusivamente las siguientes actividades y gastos que no tengan el carácter de asistencia religiosa:  

a) La prestación de apoyo, coordinación, asesoría legal, administrativa y de fortalecimiento de capacidades 
técnicas y organizativas de las entidades religiosas pertenecientes a la confesión, en relación con la 
prestación de la asistencia religiosa evangélica en el ámbito penitenciario del País Vasco. La prestación de 
la asistencia religiosa evangélica requiere de un trabajo de interlocución con la Administración Penitenciaria 
del País Vasco, un trabajo administrativo para la acreditación y petición de entrada de los capellanes en los 
centros penitenciarios, un trabajo de coordinación de todos los ministros involucrados en la prestación de la 
asistencia religiosa. Se incluirán en este concepto (i) las retribuciones de personal contratado por la entidad, 
y cuyas funciones y tareas estén directamente relacionadas con la actividad, (ii) los gastos de funcionamiento 
ordinario y mantenimiento de la entidad asociados a dicho personal, tales como telefonía, internet, mensajería 
o similares, pólizas de seguros, las dietas y gastos de viaje, exclusivamente en territorio nacional, originados 
por los desplazamientos realizados por los representantes de la entidad o sus confesiones, así como del 



 
 
personal adscrito a la actividad, incluido el personal voluntario colaborador y (iii) la contratación de servicios 
profesionales, tales como asesoría contable, jurídica, laboral, financiera, auditoría externa e informe de 
auditor de la cuenta justificativa, siempre que estén directamente relacionados con la actividad objeto del 
presente y sean indispensables para la adecuada preparación o ejecución de la misma.  

b) Las actividades de formación de ministros de culto y profesores de enseñanza religiosa, en relación con 
la prestación de la asistencia religiosa evangélica en el ámbito penitenciario del País Vasco. 

c) Las actividades de información, comunicación, sensibilización y divulgación que permitan un mejor 
conocimiento e impulsen el diálogo y el acercamiento de las confesiones entre sí y de estas con la sociedad, 
en relación con la prestación de la asistencia religiosa evangélica en el ámbito penitenciario del País Vasco. 

En evitación de toda duda, quedan excluidos de financiación por no considerarse gastos subvencionables, 
en todo caso y a título de ejemplo, los siguientes: 

a) Las actividades relacionadas estrictamente con la asistencia religiosa, tales como el culto o propagación 
de la fe de cada confesión, la prestación de servicios rituales, la instrucción y el asesoramiento moral y 
religioso, así como, en su caso, las honras fúnebres en el correspondiente rito. 

b) Las indemnizaciones por despido distintas de las indemnizaciones por fin de contrato y las percepciones 
no salariales incluidas en la nómina. 

c) El pago del alquiler de cualquier vivienda tanto a la FEREDE como al personal vinculado al proyecto 

Tercero. - Forma de pago  

1.El abono de la subvención se efectuará en dos pagos fraccionados, del siguiente modo: 

a) Un primer pago del 50 % del importe total, por cuantía de QUINCE MIL EUROS (15.000 €), tras la firma y 
notificación de la presente Orden. 

b) Un segundo pago del 50 % del importe restante, por cuantía de QUINCE MIL EUROS (15.000 €), que se 
abonará una vez concluidas todas las actuaciones subvencionadas, previa presentación por parte de la 
entidad beneficiaria, y con anterioridad al 31 de diciembre de 2025, de la justificación de los fondos 
concedidos, en el modo previsto en la presente Orden. 

2. Serán objeto de subvención los gastos correspondientes a los medios materiales y personales necesarios 
para el desarrollo de las actividades previstas en el convenio de colaboración suscrito con fecha 23 de junio 
de 2023, si bien, sólo procederá sufragar los gastos subvencionables cuando el número de personas internas 
que solicite y reciba asistencia religiosa evangélica en un mismo centro penitenciario sea igual o superior a 
10. La existencia de un número menor de solicitantes no impedirá de ningún modo la debida asistencia 
religiosa en los términos del Real Decreto 710/2006 y el convenio suscrito al efecto, pero, en tal caso, la 
Comunidad Autónoma no procederá a financiar los gastos subvencionables. 

3.- La previsión de pagos anticipados en la presente subvención se justifica por la necesidad de cumplir con 
los objetivos globales de la actividad, así como por el periodo temporal de actuación que se financia a través 
de esta subvención nominativa, permitiendo garantizar la disposición de medios para la adecuada ejecución 
de las actuaciones contempladas en la propuesta de actuaciones presentada por la entidad. 

Además, y dada la evidente ausencia de ánimo de lucro de la entidad beneficiaria de la subvención, y por 
otra, el indudable interés público y social de sus fines, no facilitar tales pagos anticipados provocaría un 
quebranto económico a dicha entidad; que, en la actual situación económica, no podría afrontar con sus 
propios recursos tales gastos. 

4.- Si el ritmo de ejecución del proyecto sufriera alguna desviación y no fuera posible por parte de la entidad 
beneficiaria justificar íntegramente los pagos previos (incluido el anticipado), los pagos fraccionados 
siguientes serán minorados proporcionalmente para ajustarlos al ritmo de ejecución real del proyecto. Las 
cantidades minoradas según lo aquí dispuesto podrán ser concedidas con ocasión del último pago liquidativo.  



 
 
5.-Para que la entidad pueda adquirir la condición de beneficiaria, así como a efectos del libramiento de los 
pagos, deberá acreditar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y frente a la seguridad Social junto 
con las relativas al reintegro de subvenciones en la forma establecida en la  Orden de 13 de febrero de 2023, 
del Consejero de Economía y Hacienda, sobre acreditación del cumplimiento de obligaciones tributarias y 
frente a la Seguridad Social, así como de las relativas al reintegro de subvenciones, en el marco de las 
ayudas y subvenciones que se otorguen con cargo a los Presupuestos Generales de Euskadi. 

6.- De igual modo y a los mismos efectos se deberá acreditar lo siguiente: 

a) No haber sido condenada mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones o ayudas públicas o por delitos de prevaricación, cohecho, malversación de caudales públicos, 
tráfico de influencias, fraudes y exacciones ilegales o delitos urbanísticos. 

b) ) No haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declarada insolvente en cualquier 
procedimiento, hallarse declarada en concurso, salvo que en este haya adquirido la eficacia un convenio, 
estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitadas conforme a lo dispuesto en el  Texto Refundido 
de la Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, sin que haya concluido 
el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso. 

c) No haber dado lugar, por causa de la que hubiese sido declarada culpable, a la resolución firme de 
cualquier contrato celebrado con la Administración. 

d) No estar incursa la persona física, las administradoras o administradores de las sociedades mercantiles o 
quienes ostenten la representación legal de otras personas jurídicas en alguno de los supuestos del régimen 
de incompatibilidades previsto en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al 
servicio de las Administraciones Públicas, y en la Ley 1/2014, de 26 de junio, Reguladora del Código de 
Conducta y de los Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos, ni tratarse de cualquiera de los cargos 
electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en los términos 
establecidos en la misma o en la normativa autonómica que regule estas materias. 

e) No tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como paraíso fiscal. 

f) No haber sido sancionada mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones conforme a esta u otras leyes que así lo establezcan. 

g) No estar sancionada administrativa o penalmente por incurrir en discriminación por razón de sexo o por 
incumplimiento de la normativa en materia de igualdad de mujeres y hombres. 

h) No estar incumpliendo la obligación impuesta por la normativa del Estado de tener un plan de igualdad 
vigente. 

i) No incumplir la obligación impuesta por la normativa del Estado para las empresas de más de 50 personas 
trabajadoras de acreditar haber establecido medidas para prevenir y combatir el acoso sexual o acoso por 
razón de sexo en los términos establecidos por la legislación del Estado en materia de igualdad de mujeres 
y hombres. 

j) No hallarse sancionada por infracción grave o muy grave prevista en la Ley 7/2022, de 8 de abril, de 
residuos y suelos contaminados para una economía circular, o en la Ley 10/2021, de 9 de diciembre, de 
Administración Ambiental de Euskadi, mediante resolución firme en vía administrativa, hasta no haber 
ejecutado las medidas correctoras pertinentes y haber satisfecho la sanción. 

k) Haber cumplido la cuota establecida legalmente de reserva de puestos de trabajo en favor de personas 
con discapacidad, o en su defecto haber acreditado la puesta en marcha de medidas alternativas para su 
cumplimiento. 

7. La acreditación de tales requisitos podrá realizarse mediante testimonio judicial, certificados telemáticos o 
transmisiones de datos, de acuerdo con lo establecido en la normativa reglamentaria que regule la utilización 
de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración general de la Comunidad Autónoma 



 
 
de Euskadi, o certificación administrativa, según los casos, y cuando dicho documento no pueda ser expedido 
por la autoridad competente, podrá ser sustituido por una declaración responsable formulada ante una 
autoridad administrativa o notaría pública. 

Cuarto. - Justificación de la subvención. 

La acreditación de la realización de la actividad subvencionada, así como la justificación de que los fondos 
recibidos han sido aplicados a la finalidad para la cual fueron concedidos, siguiendo lo establecido en el 
artículo 72 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, se efectuará mediante la modalidad de 
cuenta justificativa con aportación de justificantes de gasto que deberá contener la siguiente documentación: 

1.- Una memoria de actuación que especificará con el máximo detalle las actividades realizadas y los 
resultados obtenidos, así como su relación directa con los gastos realizados en la ejecución del programa 
financiado que se imputen a la subvención. El formato de dicha memoria será libre y no se ajustará a un 
modelo estandarizado.  

2.- Una memoria económica justificativa del coste de las actividades realizadas. Dicha memoria comprenderá:  

a) Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad, desglosado en primer lugar por gastos 
directos e indirectos y, dentro de cada uno de ellos por tipología de gasto (arrendamientos, personal, 
alimentación, ayudas, mantenimiento, etc.), con identificación del acreedor y del documento, su importe, 
fecha de emisión, y, en su caso, fecha de pago.  

b) Relación de otros ingresos o subvenciones para la misma finalidad, en su caso. 

c) Desviaciones respecto al presupuesto presentado, en su caso. 

d) Facturas y demás documentos de valor probatorio equivalente en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia 
administrativa, justificativas de los gastos realizados. Las facturas y resto de documentación probatoria 
deberán aportarse siguiendo un riguroso orden en su presentación, de tal forma que siga idéntico orden al 
de la relación de gastos presentados a justificación según la letra a) anterior. 

El formato de la memoria económica justificativa se ajustará al modelo normalizado aprobado por la Dirección 
de Justicia y que se pone a disposición del beneficiario al tiempo de notificarle la resolución de concesión de 
la presente subvención.  

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 30.7 de la LRRS, se consideran gastos subvencionables los gastos 
financieros o de garantía bancaria, los gastos de asesoría jurídica o financiera, los gastos notariales y 
registrales siempre y cuando estén directamente relacionados con la actividad subvencionada y sean 
indispensables para la adecuada preparación o ejecución de la misma.  
 

Los gastos subvencionables podrán ser: 
 
- Directos, considerándose como tales aquellos derivados específicamente del desarrollo de la actividad o 
programa subvencionados. 
 
- Indirectos, que serán aquellos costes variables imputables a varias de las actividades que el beneficiario 
desarrolla, o bien costes de estructura que, sin ser directamente imputables a la actividad concreta 
subvencionada, sean necesarios para que este se lleve a cabo. Los costes indirectos se basarán en costes 
reales incurridos, soportados por facturas, debiendo ser prorrateados con arreglo a un método justo y 
equitativo, de acuerdo con principios y normas de contabilidad generalmente admitidas. En todo caso, tales 
costes deben corresponder al período en que efectivamente se realiza la actividad. 
 
A efectos de la presente subvención, serán considerados costes indirectos específicamente y entre otros, los 
siguientes: 
 



 
 

 Costes de servicios profesionales independientes ocasionados con motivo de la realización 
del proyecto, tales como gestoría, asesoría o gestión laboral fiscal o administrativa. 

 Gastos notariales o registrales. 
 Gastos derivados al pago de servicios financieros o garantías bancarias. 
 Gastos de material administrativo. 

 
No se podrá destinar más del 15 % del importe de la ayuda concedida a sufragar los costes indirectos. Así 
mismo, no se podrá destinar más del 5 % del importe de la ayuda concedida a sufragar los gastos de viajes 
y dietas. 
 
Cuando el importe del gasto subvencionable supere las cuantías establecidas en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 para 
el contrato menor, el beneficiario deberá solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes proveedores, con  
carácter previo a la contracción del compromiso para la obra, la prestación del servicio o la entrega del bien, 
salvo que por sus especiales características no exista en el mercado suficiente número de entidades que los 
realicen, presten o suministren, o salvo que el gasto se hubiere realizado con anterioridad a la subvención. 
La elección entre las ofertas presentadas, que deberán aportarse en la justificación, o, en su caso, en la 
solicitud de subvención, se realizará conforme a criterios de eficiencia y economía, debiendo justificarse 
expresamente en una memoria la elección cuando no recaiga en la propuesta económica más ventajosa. 
 

Quinto. - Obligaciones de la entidad beneficiaria. 

La beneficiaria de la subvención queda sujeta a las obligaciones señaladas en el artículo 14 de la LRRS, y, 
en particular, las de realizar y justificar la actividad subvencionada y someterse a las actuaciones de 
comprobación tanto del órgano concedente como de la Oficina de Control Económico y el Tribunal Vasco de 
Cuentas Públicas. 

Además, deberá dar la adecuada publicidad del carácter público de la financiación de los programas, 
actividades, inversiones o actuaciones de cualquier tipo que sean objeto de subvención, en los términos 
establecidos en la legislación de transparencia.  Y en todas las acciones de difusión de este proyecto se 
incorporará de forma visible el logotipo del Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno 
Vasco. La utilización de los logos y la imagen corporativa debe realizarse conforme a la legislación aplicable. 
(Información detallada en https://www.euskadi.eus/web01-
s1ezaleh/es/contenidos/informacion/v2_simbolos/es_simboide/index.shtml). 

 
Por otro lado, la entidad solicitante garantizará el cumplimiento de lo establecido en el artículo 57 de la Ley 
Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, 
conforme la cual todo el personal, contratado o voluntario, que tenga un contacto habitual con menores 
contará con la certificación negativa del Registro Central de delincuentes sexuales. 
 

Sexto. - Compatibilidad con otras subvenciones o ayudas. 

1.- La subvención concedida por la presente Orden es compatible con la percepción de otras subvenciones, 
ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera administraciones o entes 
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los párrafos siguientes, así como en el apartado octavo de esta orden. 

2. El importe de las subvenciones en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en 
concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad 
subvencionada. 

Cuando la subvención se establezca como un importe cierto y sin referencia a un porcentaje o fracción del 
coste total, se entenderá que queda de cuenta del beneficiario la diferencia de financiación necesaria para la 



 
 
total ejecución de la actividad subvencionada, debiendo ser reintegrada en tal caso la financiación pública 
únicamente por el importe que rebasara el coste total de dicha actividad. 

En el caso de que la concesión se haya concedido como un porcentaje del coste total de la actividad, el 
eventual exceso de financiación pública se calculará tomando como referencia dicho porcentaje respecto del 
coste real final. 

3. La obtención concurrente de otras aportaciones fuera de los casos permitidos en la presente orden dará 
lugar a la modificación de la resolución de concesión.  

Séptimo. - Contratación por la beneficiaria de las actividades subvencionadas  

1. La entidad beneficiaria podrá contratar parcialmente la actividad subvencionada en un máximo del 10% 
del importe de la subvención.  

No podrá fraccionarse un contrato con el objeto de disminuir su cuantía y eludir el cumplimiento de los 
requisitos exigidos en el apartado anterior. 

2. Los contratistas quedarán obligados solamente ante la persona beneficiaria, siendo la beneficiaria quien 
asume la total responsabilidad de la ejecución de la actividad subvencionada y de que en ejecución 
concertada con terceros se respeten los límites que se establecen en esta orden en cuanto a la naturaleza y 
cuantía de gastos subvencionables. Los contratistas están sujetos al deber de colaboración para permitir la 
adecuada verificación del cumplimiento de dichos límites. 

3. En ningún caso podrá concertarse por la entidad beneficiaria la ejecución total o parcial de las actividades 
subvencionadas con: 

a) Personas o entidades incursas en alguna de las prohibiciones del artículo 13 de la LRRS. 

b) Personas o entidades que hayan percibido otras subvenciones para la realización de la actividad objeto 
de contratación. 

c) Personas intermediarias o asesoras en las que los pagos se definan como un porcentaje de coste total de 
la operación, a menos que dicho pago esté justificado con referencia al valor de mercado del trabajo realizado 
o de los servicios prestados. 

d) Personas o entidades vinculadas con la persona beneficiaria, salvo que concurran las siguientes 
circunstancias: 

1.ª Que se obtenga la previa autorización expresa del órgano concedente mediante resolución razonada. 
2.ª Que el importe subvencionable no exceda del coste incurrido por la entidad vinculada. La acreditación del 
coste se realizará en la justificación en los mismos términos establecidos para la acreditación de los gastos 
de la persona beneficiaria. 
 
4. Cuando el importe del gasto subvencionable supere las cuantías establecidas para el contrato menor en 
la normativa reguladora de la contratación del sector público y siempre que implique la contratación con 
terceros, la persona beneficiaria deberá solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes proveedores o 
proveedoras, con carácter previo a la contracción del compromiso para la obra, la prestación del servicio o la 
entrega del bien, salvo que por sus especiales características no exista en el mercado suficiente número de 
entidades que los realicen, presten o suministren, o salvo que el gasto se hubiere realizado con anterioridad 
a la concesión de la subvención. 
 

Octavo. - Gestión de la subvención. 

El órgano competente para la gestión de la subvención prevista en la presente orden será la Dirección de 
Justicia.   



 
 
Noveno. -  Modificación de la Orden de concesión 

La alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención y, en todo caso, la 
obtención concurrente de ayudas o subvenciones otorgadas por otras administraciones o entes públicos o 
privados y, en su caso, de cualesquiera otros ingresos o recursos para la misma finalidad podrá dar lugar a 
la modificación de la subvención siempre y cuando se den los requisitos previstos en el artículo 25 de la 
LRRS. 

Décimo. - Incumplimiento y responsabilidades 

1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia de los intereses de demora que resulten 
de aplicación desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia 
del reintegro, o hasta la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, en los casos previstos 
en el artículo 36 de la LRRS, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 de la misma Ley. 

2. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público, resultando de 
aplicación para su cobranza lo previsto en el texto refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la 
Hacienda General del País Vasco, aprobado por el Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre. 

Undécimo. - Confidencialidad y protección de datos de carácter personal 

La entidad debe mantener en secreto todos los datos e informaciones facilitados por la Administración 
penitenciaria que sean concernientes a la ejecución del objeto de esta subvención. En particular, será 
considerada como información confidencial todos los datos relativos a las personas penadas, debiendo 
mantener dicha información en reserva y secreto y no revelarla de ninguna forma, en todo o en parte, a 
ninguna persona física o jurídica. 

Las partes se obligan igualmente al cumplimiento de lo previsto en el Reglamento (UE) 2016/679, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantías de los derechos digitales, 
así como en las disposiciones de desarrollo que se dicten y, concretamente, a lo dispuesto en los artículos 6 
a 9 del RP. 

A estos efectos, el Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno Vasco y la Federación 
tendrán la consideración de responsables de los tratamientos propios en los que se incorporen datos de 
carácter personal respectivamente recabados de los internos en los Centros Penitenciarios. El acceso a los 
datos por parte de una de las entidades al tratamiento de la otra parte se realizará con la condición de 
encargado de tratamiento, única y exclusivamente con la finalidad derivada de la ejecución del programa 
residencial. Los datos de carácter personales no serán cedidos ni comunicados a terceros, salvo cuando se 
cedan a encargados de tratamiento legitimados o cuando se cedan a otros organismos o Administraciones 
Públicas conforme a lo previsto legalmente. 

Los datos objeto del tratamiento tendrán por finalidad exclusiva la gestión del programa de recursos 
residenciales y se clasificarán en las siguientes categorías: datos identificativos del interno (nombre y 
apellidos, DNI o NIF) y datos que obren en informes jurídicos, socioeducativos y penitenciarios. 

Los responsables del tratamiento cumplirán con las obligaciones de información establecidas en los artículos 
13 y 14 del Reglamento General de Protección de Datos, en relación a aquellos interesados de los que se 
obtengan datos personales. 

El Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno Vasco y la Federación están obligadas a 
implantar medidas técnicas y organizativas necesarias que garanticen la seguridad e integridad de los datos 
de carácter personal y eviten su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado. 

El Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno Vasco y la Federación quedan exoneradas 
de cualquier responsabilidad que se pudiera generar por incumplimiento de las obligaciones anteriores 



 
 
efectuada por cualquier otra parte. En caso de quebrantamiento de las obligaciones asumidas, la entidad que 
los hubiera cometido responderá de las infracciones en que hubiera incurrido. 

Duodécimo. - Régimen jurídico. 

En todo lo no previsto en la presente Orden, y sin perjuicio de las disposiciones de carácter básico que 
resulten de aplicación, la presente ayuda quedará sujeta al régimen establecido en la LRRS, sus 
disposiciones de desarrollo y las restantes normas de derecho administrativo, y en su defecto, se aplicarán 
las normas de derecho privado. 

Decimotercero. - Notificación y recursos. 

La presente orden será notificada a la beneficiaria de la subvención para su oportuno conocimiento y efectos, 
advirtiéndole que agota la vía administrativa, y que contra la misma se podrá interponer recurso potestativo 
de reposición ante la consejera de Justicia y Derechos Humanos en el plazo de un mes, o recurso 
contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del 
País Vasco en el plazo de dos meses, en ambos casos a contar a partir del día siguiente al de su notificación. 

 

 
En Vitoria-Gasteiz, a la fecha de la firma electrónica 

 
 

LA CONSEJERA DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS 
MARÍA JESÚS CARMEN SAN JOSÉ LÓPEZ 

 
 
 


